
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO SUSTANTIVO / NO PROCEDE EL AVALÚO DE UN BIEN QUE NO SE ENCUENTRA SECUESTRADO.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
El defecto material o sustantivo encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”. (…)
… lo que revelan los resaltados, contrario a lo denunciado por el demandante, es que la funcionaria presentó una razonable argumentación frente a la excéntrica solicitud orientada a que se avalúe un vehículo que no está secuestrado en el proceso y del que, por contera, no se sabe su paradero. 

Para el efecto esgrimió una disertación coherente con lo reglado en el artículo 444 del CGP, específicamente en la premisa que permite el avalúo, únicamente, como es lógico, cuando está precedido de la aprehensión material del bien a subastar. Y es que imposible no preguntarse, ¿para qué avaluar un vehículo que no está secuestrado?, ¿cuál va a ser el objeto de la eventual subasta, si el taxi está desaparecido?
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veinte del dos mil diecinueve          
Expediente: 66001-31-03-005-2019-00026-02

Acta N° 267 del 20 de junio del 2019 
Decide la Sala la impugnación propuesta por José Raúl Villegas Castro contra la sentencia del 3 de mayo del 2019 proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira a la que fueron vinculados Bernardo Serna Montaño y la Cooperativa de Taxis de Risaralda -Covicharalda LTDA-.
ANTECEDENTES

Preliminarmente es necesario aclarar que esta demanda también se dirigió contra la Fiscalía 9ª Seccional de Pereira, sin embargo, mediante proveído del 14 de diciembre del año 2018, la Sala Penal del Tribunal la escindió y en tal virtud, asumió el conocimiento de la misma, exclusivamente, en lo que respecta al ente acusador cuestionado, y dispuso que se tramitara en primera instancia, en lo referente al despacho civil encartado, por un Juzgado Civil del Circuito de Pereira (f. 43, c. 1)
Consecuencia de lo anterior y luego de que equivocadamente fue repartida, inicialmente, al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (f. 16, c. 1), que la falló (f. 63, c.1), lo cual derivó en una nulidad decretada por su superior (f. 24, c. 2), arribó al Juzgado Quinto Civil del Circuito local (f. 79), de donde procede para desatar la alzada.
Con esa claridad, se recuerda que Guillermo Antonio Valencia, por conducto de apoderado judicial, adujo que en la ejecución con radicado 66001-40-03-002-2006-00150-00, que se tramita ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, al que asiste en calidad de demandante, se presentan irregularidades que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Los hechos que fundamentan su aseveración, admiten la siguiente síntesis:

En el proceso ejecutivo que citó, se decretó el embargo del vehículo, taxi, con placas SJS-292, propiedad del demandado e inscrito en la cooperativa Covicharalda Ltda., cautela que está debidamente registrada en el certificado de tradición correspondiente, lo cual significa que el vehículo está en manos de la administración de justicia, y en tal virtud lo consecuente es que se realice el correspondiente avalúo, para materializar la subasta pública. 

Sin embargo, en octubre del año 2006 el representante legal de la Cooperativa hizo saber que el taxi cambió de dueño y también que desconocían su estado, si había reportado pérdida total o hurto, empero, concomitante a esa respuesta, el vehículo fue desaparecido físicamente. 
Por lo anterior, le preguntó de manera personal a la titular del despacho donde se tramita la ejecución si era viable realizar un avalúo sobre otro vehículo de iguales características, sin embargo,  le manifestó que no era procedente porque el avalúo tiene que ser sobre el bien que está embargado. 

Manifiesta que esa circunstancia hace que la situación tome un matiz de denegación de justicia, porque van 12 años a la espera que los funcionarios encargados definan la situación. 

En consecuencia, solicitó ordenarle al Juzgado Segundo Civil Municipal local, aceptar el “peritazgo evaluador” (sic) conforme al art. 444 numerales 3° y 5° del CGP; parágrafo No. 1.

Con la demanda, entre otros documentos, aportó algunas de las piezas procesales del caso. 

El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, también decretó como prueba, la inspección judicial del expediente objeto de estudio. 

La funcionaria encartada dijo que: el automotor y su capacidad transportadora (llamada CUPO) conforman integralmente el taxi, no se puede considerar éste último sin el primero, porque no es dable la negociación separada de dicho cupo una vez ha sido asignado a un carro. También que, “El vehículo no ha podido ser avaluado porque aún no ha podido ser secuestrado, toda vez que el experto deberá tener en su presencia el bien sobre el cual recae su examen para conocer su estado particular tanto de funcionamiento como de motor, de sus partes, su lámina y demás. Y que “Cada vehículo, aunque sean fabricados en la misma época, tiene un valor diferente conforme a su estado, el uso o destinación que tenga cada uno, el buen trato que le han dado sus propietarios y conductores, la gravedad o levedad de los accidentes que haya sufrido, o si no ha tenido ninguno de estos eventos; es por estas razones que no es de recibo para el despacho el avalúo de otro vehículo de circunstancias parecidas al embargado, o avalúos dados en las revistas, requiriéndose como se dijo, el examen personal y directo del avaluador.” (f. 87, c.1)
La representante legal de la Cooperativa Covichoralda Ltda., sobre una presunta maniobra fraudulenta para defraudar el patrimonio económico del señor Villegas Castro, explicó que todo se redujo a registrar internamente el cambio de propietario del vehículo, en su momento solicitado por el señor Bernardo Serna, el cual es un requisito previo para efectuar ante las autoridades de tránsito los trámites para el traspaso, que finalmente fue truncado por la cautela que se decretó en la acción ejecutiva de que trata este caso; trasunto del cual han transcurrido más de 10 años sin que el señor Serna pueda sacar de su patrimonio el aludido automotor (f.88, c.1).
Previa nulidad decretada en esta sede, por la indebida integración del contradictorio (f. 4, c.3), sobrevino la sentencia de primera instancia en la que se negó el resguardo, comoquiera que se desestimó la violación del derecho fundamental al debido proceso que le asiste al accionante (f. 130 a 135, c.1).

Impugnó el demandante, quien insistió en la necesidad de que el juez constitucional intervenga en el caso para evitar que se siga denegando justicia y le ordene a la funcionaria acatar lo dispuesto en los numerales 3° y 5° del CGP para la resolución del caso en 24 horas, al representante legal de Covichoralda Ltda. inscribir en sus archivos al verdadero dueño del taxi y al señor Bernardo Serna Montoya y a su cuñada poner a disposición del Despacho el taxi perseguido, así como su producido por valor de 430 millones de pesos (f. 141, c.1)
  
En esta sede se tomó copia de algunas piezas procesales, importantes para desatar la impugnación (f. 5, c. 4))
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en la ejecución que aquí se analiza, se abstiene de avaluar y rematar un taxi que se encuentra embargado, pero no secuestrado, teniendo como referencia otro automotor similar, lo cual, a su juicio, está permitido en el artículo 444 del CGP. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

Coincide la Sala con el Juzgado de primer grado que estimó procedente el amparo, porque ciertamente los presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la decisión reprochada solo es recurrible en reposición, ya que no es una de las enlistadas en el artículo 321 del CGP y tal recurso se desató mediante proveído del 7 de diciembre del año 2018; esta acción de tutela se promovió el 13 de diciembre siguiente (f. 42, c.1), con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue en consecuencia verificar si, como afirma el accionante, la funcionaria encartada, incurrió en el aludido defecto sustantivo, del que recientemente se dijo, en la Sentencia T-031 del 2018 que:

Defecto sustantivo. Reiteración de jurisprudencia

33. El defecto material o sustantivo
 encuentra su fundamento constitucional en el artículo 29 y se presenta cuando, “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. La jurisprudencia recogió los eventos en los cuales se presenta un defecto sustantivo, así:

“(i) La decisión tiene como fundamento una norma que no es aplicable, porque: ‘a) no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, o e) no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador’
.

(ii) A pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto: a) no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable, o b) es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes
.

(ii) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el análisis de otras disposiciones aplicables al caso
.”

En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.





En este concreto asunto lo que le causa inconformidad al accionante, es que la Jueza, al margen de lo reglado en el artículo 444 del CGP, omita ordenar el peritaje de un taxi que se encuentra embargado para el proceso ejecutivo.





Lo pertinente de lo sucedido en la ejecución que se estudia, se contrae a que el 30 de octubre del año 2018, el demandante presentó una “SOLICITUD PARA QUE EL HONORABLE DESPACHO DESIGNE UN PERITO AVALUADOR A COSTA DE LA PARTE DEMANDANTE.”, con el fin de que procediera de conformidad con los numerales 5° y 6° del CGP. Esa solicitud fue resuelta desfavorablemente mediante proveído del 8 de noviembre del mismo año; ese auto fue recurrido, sin embargo el Despacho sostuvo la decisión con auto del 7 de diciembre siguiente. (f. 6 a 12, c.4)




Ahora bien, la norma que denuncia indebidamente aplicada el demandante, es el artículo 444 del CGP, específicamente sus numerales 5° y 6°, así como su primer parágrafo, que reza: 





Practicados el embargo y secuestro, y notificado el auto o la sentencia que ordene seguir adelante la ejecución, se procederá al avalúo de los bienes conforme a las reglas siguientes:





5. Cuando se trate de vehículos automotores el valor será el fijado oficialmente para calcular el impuesto de rodamiento, sin perjuicio del derecho otorgado en el numeral anterior. En tal caso también podrá acompañarse como avalúo el precio que figure en publicación especializada, adjuntando una copia informal de la página respectiva.





6. Si no se allega oportunamente el avalúo, el juez designará el perito evaluador, salvo que se trate de inmuebles o de vehículos automotores, en cuyo caso aplicará las reglas previstas para estos. En estos eventos, tampoco habrá lugar a objeciones.





PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de bienes muebles de naturaleza semejante podrán avaluarse por grupos, de manera que se facilite el remate. (Destaca la Sala).




Pues bien, en relación con la petición del accionante, la Jueza determinó, en el auto del 8 de noviembre del año 2018, que:




No es procedente acceder a lo pretendido por el memorialista, dado que el vehículo no ha sido secuestrado, en esté orden de ideas, el perito no puede avaluarlo al no tenerlo materialmente de presente. (Se destaca)




Y luego cuando resolvió la reposición, emitió una explicación en los siguientes términos: 




El profesional en derecho fundamenta sus argumentos en los numerales del artículo 444 del C.G.P, por tal motivo debemos estudiar dicha norma, la cual parte del siguiente presupuesto:





“Practicados el embargo y secuestro, y notificado el auto o la sentencia que ordene seguir adelante la ejecución, se procederá al avalúo de los bienes conforme a las reglas siguientes” (subraya en texto original).




El despacho ha realizado el respectivo resalto en la norma con el fin de evidenciar que los demás numerales de la citada norma, podrán ser aplicados una vez se den por reunidos los requisitos previos, los cuales son embargo y secuestro, para el caso que nos reúne el vehículo de placas SJS292 no ha sido posible su secuestro o aprehensión material, exigencia insalvable, por tal motivo no se hace imposible poner el bien a disposición del respectivo auxiliar de la justicia para que cumpla su tarea, para el dictamen que debe rendir el avaluador, se precisa la realización de un examen sobre las condiciones y estado general del bien objeto del derecho a justipreciar, situaciones que permitirían al administrador de justicia bajo sus respectivos poderes ordenar a la parte prestar la respectiva colaboración con el fin de llevar a cabo la diligencia.





El secuestro previo del bien, es un requisito fundamental y así lo ha indicado la Corte Suprema de Justicia en la sentencia 4161 del 02 de abril de 2014, Magistrado Ponente FERNANDO ALBERTO CASTRO CABELLERO
  



…




De la cita no solo se puede extraerse el concepto de secuestro, su finalidad, sino que una vez aprendido (sic) el bien el juez puede decidir su destino y las acciones que puedan obrar sobre el mismo, tal poder dispositivo no se puede materializar por cuanto no existe un cuerpo cierto, más aún no existe en la actualidad un objeto susceptible de inspección el cual un experto pueda evaluar y poder establecer un monto, el cual pueda ser llevado a subasta, por tal motivo se denegará el recurso presentado.





Es más, el despacho siendo laxo resolvió el presente recurso, pero esta motivación ya ha sido suficientemente expuesta (y en repetidas oportunidades), para explicar la no procedencia de la petición que tantas veces se ha formulado. (Se destaca)




Pues bien, lo que revelan los resaltados, contrario a lo denunciado por el demandante, es que la funcionaria presentó una razonable argumentación frente a la excéntrica solicitud orientada a que se avalúe un vehículo que no está secuestrado en el proceso y del que, por contera, no se sabe su paradero. 




Para el efecto esgrimió una disertación coherente con lo reglado en el artículo 444 del CGP, específicamente en la premisa que permite el avalúo, únicamente, como es lógico, cuando está precedido de la aprehensión material del bien a subastar. Y es que imposible no preguntarse, ¿para qué avaluar un vehículo que no está secuestrado?, ¿cuál va a ser el objeto de la eventual subasta, si el taxi está desaparecido?





Nada de irracional o arbitrario se ve en las decisiones reprochadas, así que, por más discutible que le parezca al interesado el razonamiento del Despacho, y aun cuando puedan admitirse otras interpretaciones, no revela una posición caprichosa y antojadiza que permita la intrusión del Juez constitucional; lo argumentado por el accionante, no pasa de ser una diferencia de criterio sobre la posición que asumió el Juzgado sobre el procedimiento previo a la subasta, que no puede ser descalificada porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Sólo recuérdese que de antaño la Jurisprudencia tiene dicho:





«No se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sobran adicionales argumentos, para prohijar la resolución de primera instancia, que negó las pretensiones invocadas en el resguardo. 




DECISIÓN





En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 3 de mayo del 2019, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que José Raúl Villegas Castro inició frente al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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